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DERECHO DE PETICIÓN / CARENCIA ACTUAL DE OBJETO POR HECHO SUPERADO. [P]or parte de la Policía Metropolitana de Pereira, se le dio al actor respuesta en relación con la petición que elevó, por lo cual es necesario indicar que en este evento se dio cumplimiento a lo pedido y se han superado los supuestos de hecho y de derecho que dieron origen a esta actuación, como así lo tiene decantado la H. Corte Constitucional. DERECHO DE DEFENSA / INEXISTENCIA DE LA VULNERACIÓN ARGÜIDA. [T]ampoco se ha vulnerado el derecho a la defensa que pregona el actor, pues no le han negado la posibilidad que tiene de escuchar en entrevista a los policiales que intervinieron en el asunto donde actúa como apoderado del señor NELSON OSPINA MONTOYA, y aunque ahora alude que ya está próxima a celebrarse la audiencia de juicio oral, no entiende la Sala por qué motivo solo en julio 13 de 2017 elevó tal  requerimiento, cuando pudo haberlo hecho con suficiente antelación, si tenemos en cuenta que los hechos datan del año 2013, y tal demora no puede ser adjudicada a la institución castrense, pues véase que una vez elevó la petición en la fecha aludida, ésta se le respondió al día siguiente -julio 14- y en consecuencia lo que debió hacer, y que al parecer no ha realizado, es solicitar por cualquiera de los medios señalados en dicha misiva -telefónicos o electrónicos- que los policiales  cuya entrevista necesita, fueran citados a esas dependencias en una fecha y hora concreta, para proceder a adelantar tal actividad.
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1.- VISTOS

Procede la Sala a decidir la acción de tutela instaurada por el abogado ALFONSO MARÍA OSPINA MONTOYA, contra la Policía Metropolitana de Pereira (Rda.), al considerar vulnerados los derechos fundamentales de petición y defensa.     

2.- SOLICITUD 

Aduce el togado OSPINA MONTOYA que en su condición de apoderado del señor NELSON ALFONSO OSPINA MONTOYA, contra quien se adelanta investigación por el delito de disparo de arma de fuego, radicó en julio 13 de 2014 -en realidad corresponde al 2017- un derecho de petición dirigido a la Oficina de Talento Humano y/o de Personal de la Policía Metropolitana de Pereira para que se le informara la ubicación laboral o domiciliaria del SI ANDRÉS FELIPE GÓMEZ y el Pt. ALEJANDRO BELTRÁN RIVERA, con miras a ser entrevistarlos con el fin de materializar el ejercicio del derecho a la defensa técnica. Agrega que la policía mediante misiva S-2017 034803 de julio 14 de 2017, suscrita por el Jefe de la Oficina de Asuntos Jurídicos, le negó tal pretensión sin argumentos, pues simplemente adujo que los efectivos pueden ser ubicados y/o citados por la autoridad competente, sin que se hubiere hecho alusión que dicha información tuviera reserva legal alguna, lo cual le causa un perjuicio irremediable, al quedar impedida la defensa para el recaudo probatorio, máxime que las diligencias están ad portas del juicio oral. 

En su sentir, tal situación es una vía de hecho que vulnera el ejercicio del derecho a la defensa, pues con su solicitud no se pretender obtener información que tenga reserva legal y el funcionario que contestó la petición desconoce la dinámica procesal y las facultades que tiene la defensa.
Pide en consecuencia se ordene a la Oficina de Talento Humano de la Policía Metropolitana de Pereira, suministrar en forma escrita la ubicación laboral de los efectivos policiales mencionados y que se instruya a los mismos sobre el deber legal de comparecer y rendir la entrevista en relación con el procedimiento realizado por éstos en mayo 5 de 2013.

3.- CONTESTACIÓN

La Sala procedió a admitir la acción constitucional y corrió traslado de la misma al Comandante de la Policía Metropolitana de Pereira y al Jefe de la Oficina de Talento Humano y/o de Personal de la referida institución policial, quienes al respecto indicaron lo siguiente:

- El señor Comandante de la Policía Metropolitana de Pereira,  informa que en relación con la petición elevada por el señor ALFONSO MARÍA OSPINA MONTOYA, radicada en julio 13 de 2017 se le dio respuesta por oficio S-2017-034803 de julio 14 de 2017 y al tener en cuenta  que ya se emitió contestación de fondo a lo pedido, se presenta un hecho superado por carencia actual del objeto.  Agrega que la finalidad de lo reclamado era lograr una entrevista y materializar el derecho a la defensa, lo cual fue satisfecho con lo respondido, ya que todo miembro de la institución es localizado  y citado por medio de esa oficina, como siempre lo ha realizado la Fiscalía, los despachos judiciales y organismos de control.  
Aduce igualmente que de no haber estado conforme con la mencionado comunicación, debió recurrir a los recursos pertinentes que establece la Ley 1437 de 2011, para solicitar aclaración o modificación de la respuesta dada. Pide en consecuencia, se declare improcedente y se deniegue la tutela impetrada.

- El Jefe de la Oficina de Talento Humano, guardó silencio.

4.- PRUEBAS

Se tuvieron en cuenta los documentos aportados por cada una de las partes. 
5.- Para resolver, SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para fallar el presente asunto de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91 y 306/92.

5.1.- Problema planteado 

Le corresponde establecer a esta Sala de Decisión si ha existido en este evento violación a los derechos fundamentales del actor; en caso afirmativo, cuál es la actuación que deben realizar las entidades involucradas, a efectos de cesar dicha vulneración.
5.2.- Solución

La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

Del estudio del presente caso se desprende que lo pretendido por el togado ALFONSO MARÍA OSPINA MONTOYA al concurrir ante el juez constitucional, es lograr que se termine con una situación que a su modo de ver atenta  contra  sus  derechos fundamentales de petición y de defensa en favor del señor NELSON ALFONSO OSPINA, como quiera que por parte de la Policía Metropolitana de Pereira no se atendió el requerimiento elevado, esto es, que se le suministrara las direcciones de ubicación laboral o domiciliaria de los uniformados SI. ANDRÉS FELIPE GÓMEZ y Pt. ALEJANDRO BELTRÁN RIVERA, a quienes requiere entrevistar, con ocasión de los hechos en que intervinieron y que tuvieron ocurrencia en mayo 5 de 2013.

Estima que la institución policial negó lo pedido sin fundamentos, al aducir que dichos uniformados podrían ser ubicados y/o citados por la autoridad competente, sin que la información pedida tenga la calidad de reservada.

Como lo ha predicado la Corte Constitucional
, cuando se trata de proteger el derecho de petición, el ordenamiento jurídico colombiano no tiene previsto un medio de defensa judicial idóneo ni eficaz diferente de la acción de tutela, de modo que quien resulte afectado por la vulneración a este derecho fundamental no dispone de ningún mecanismo ordinario de naturaleza judicial que le permita efectivizar el mismo.

El derecho de petición brinda la posibilidad de acudir a las autoridades públicas en interés particular, para obtener una respuesta dentro del término legalmente establecido. Esa garantía se puede calificar como satisfecha o respetada cuando esa autoridad o persona que atiende el servicio público, a quien se dirige la solicitud, tramita y resuelve oportunamente sobre ella, independientemente de que la contestación sea negativa o positiva respecto del interés planteado, aunque se exige que el asunto propuesto debe ser adecuadamente abordado en la decisión así producida. 

La Corte Constitucional ha trazado lineamientos generales en lo que hace con el derecho de petición
, e igualmente la Ley 1755 de junio 30 de 2015, en su artículo 13 dispone: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este Código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma”. Igualmente, el canon 14 de la referida normativa y en relación con el plazo para dar respuesta a las peticiones, expresa: “Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción […]”

En el caso objeto de estudio, se tiene que la petición elevada por el abogado ALFONSO MARÍA OSPINA, en nombre propio, pero en su condición de apoderado del señor NELSON  OSPINA MONTOYA, estaba dirigida a que se le suministraran los datos de ubicación -laboral o residencial- de los uniformados allí referidos, con miras a escucharlos en entrevista, con ocasión de la intervención que efectuaron en el procedimiento de captura del antes mencionado.

De conformidad con lo reglado en el inciso 9° del artículo 125 C.P.P., es evidente que en ejercicio del derecho de defensa, dentro de las atribuciones especiales que se le confieren a quien funge tal labor, está la de “Buscar, identificar empíricamente, recoger y embalar elementos materiales probatorios y evidencia física; realizar entrevistas y valoraciones que requieran conocimientos especializados por medio de los técnicos e investigadores autorizados por la ley.  Para tales efectos las entidades públicas y privadas, además de los particulares prestarán la colaboración que requieran, sin que puedan oponer reserva,  siempre que se acredite por parte del defensor certificado que la información será utilizada para efectos judiciales”.-negrillas de la Sala-
Fue precisamente tal normativa, la que llevó al apoderado del señor NELSON OSPINA, a pedir a la Policía Metropolitana de Pereira la dirección residencial o laboral de los uniformados que conocieron de la captura del antes mencionado, para recibirles entrevista con ocasión de tal procedimiento.

Si bien, pregona el togado que con la respuesta dada, se le niega tal posibilidad, para la Sala, contrario sensu, lo que entiende de la misma es que la Policía Nacional está presta a brindar la colaboración que requiera el togado para cumplir con su propósito, y aunque no le brinda datos respecto de la dirección de residencia o ubicación laboral de los uniformados, tal situación es entendible, pues una información de tal naturaleza, en especial la de su lugar de habitación, puede llegar a comprometer la integridad no solo del policial sino la de su núcleo familiar, y ésta, en sentir de la Sala, sí tiene reserva legal, en tanto se solicitan datos que pueden comprometer derechos fundamentales de los agentes del orden, como lo sería el de la intimidad y por ende, lo pedido podía denegarse a la luz de lo reglado en el artículo 18 de la Ley 1712 de 2014
,  cuando tal acceso pudiese causar un daño al: “derecho de toda persona a la intimidad, bajo las limitaciones propias que impone la condición de servidor público […]”.
Aunque en la comunicación enviada al togado no se hizo alusión a tal situación, es evidente que por la función que desarrolla la policía nacional, no sería factible que se entregara la dirección residencial de sus miembros, cuando éstos pueden ser ubicados en cualquier momento por la misma institución para redireccionarlos ante las entidades públicas que los requieran, como en efecto se sabe que así acontece.
Tal situación fue la que acá tuvo ocurrencia, pues en principio no era dable exigir la entrega de la dirección domiciliaria de los uniformados y aunque tampoco se aportó la laboral, es evidente que éstos, por su condición de subordinados de la Jefatura de Talento Humano de la Policía Metropolitana, pueden ser fácilmente ubicados cuando sean requeridos para cualquier clase de diligencia, como en este caso, para la entrevista que necesita el abogado del señor NELSON OSPINA MONTOYA.
Aunque en la petición que se le envío en julio 17 de 2017 se indicó que los policiales pueden ser “ubicados y/o citados por la autoridad competente a través de la Oficina de Talento Humano”,  tal expresión no puede ser entendida en su contenido literal, sino que por el contrario, ello implica que no solo las autoridades judiciales, sino también en el caso concreto quien ejerce la defensa técnica de un procesado, puede acudir ante tal dependencia para solicitar que personal de la institución castrense sea citado y se haga comparecer ante esa misma Jefatura, para proceder a realizar las actividades propias de la unidad defensiva.
Y tal alcance es el que a dicha información le otorga el Comandante de la Policía Metropolitana, quien al responder la tutela y hacer referencia a la contestación expresa que todo miembro de la institución es localizado y citado a través de dicha oficina -refiriéndose a la de Talento Humano-, situación ésta que en sentir de la Corporación es la que debe adelantar el abogado ALFONSO MARÍA OSPINA, para entrevistar a los uniformados SI ANDRÉS FELIPE GÓMEZ y el Pt. ALEJANDRO BELTRÁN RIVERA.
Se observa entonces que por parte de la Policía Metropolitana de Pereira, se le dio al actor respuesta en relación con la petición que elevó, por lo cual es necesario indicar que en este evento se dio cumplimiento a lo pedido y se han superado los supuestos de hecho y de derecho que dieron origen a esta actuación, como así lo tiene decantado la H. Corte Constitucional
.

De otro lado y acorde con narrado en precedencia, se aprecia que por parte de la Policía Metropolitana de Pereira tampoco se ha vulnerado el derecho a la defensa que pregona el actor, pues no le han negado la posibilidad que tiene de escuchar en entrevista a los policiales que intervinieron en el asunto donde actúa como apoderado del señor NELSON OSPINA MONTOYA, y aunque ahora alude que ya está próxima a celebrarse la audiencia de juicio oral, no entiende la Sala por qué motivo solo en julio 13 de 2017 elevó tal  requerimiento, cuando pudo haberlo hecho con suficiente antelación, si tenemos en cuenta que los hechos datan del año 2013, y tal demora no puede ser adjudicada a la institución castrense, pues véase que una vez elevó la petición en la fecha aludida, ésta se le respondió al día siguiente -julio 14- y en consecuencia lo que debió hacer, y que al parecer no ha realizado, es solicitar por cualquiera de los medios señalados en dicha misiva -telefónicos o electrónicos- que los policiales  cuya entrevista necesita, fueran citados a esas dependencias en una fecha y hora concreta, para proceder a adelantar tal actividad.

En conclusión,  al haberse satisfecho el objeto de la petición suscrita por el  actor, se negará el amparo constitucional impetrado, al configurarse un hecho superado.  Igualmente, se negará el amparo en cuanto a la presunta vulneración del derecho a la defensa que reclama el actor, la cual en sentir de la Sala no ha tenido ocurrencia, pero no obstante ello, se instará al Comandante de la Policía Metropolitana de Pereira y al Jefe de la Oficina de Talento Humano de la misma, para que una vez por parte del letrado OSPINA MONTOYA se les solicite ubicar y citar a los policiales SI. ANDRÉS FELIPE GÓMEZ y Pt. ALEJANDRO BELTRÁN RIVERA, para la fecha y hora que estime pertinente, se surtan las gestiones necesarias con miras a que los referidos uniformados hagan presencia en dicha oficina, donde también deberá comparecer el profesional del derecho para la práctica de la entrevista requerida.
5.- DECISIÓN 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  
FALLA

PRIMERO: SE NIEGA el amparo del derecho de petición invocado por el abogado ALFONSO MARÍA OSPINA MONTOYA, por tratarse de un hecho superado. Así mismo, SE NIEGA la protección del derecho a la defensa, al no observarse su vulneración.
SEGUNDO: SE INSTA al  Comandante de la Policía Metropolitana de Pereira y al Jefe de la Oficina de Talento Humano de la misma, para que una vez el abogado ALFONSO MARÍA OSPINA MONTOYA les solicite ubicar y citar a los policiales SI. ANDRÉS FELIPE GÓMEZ y Pt. ALEJANDRO BELTRÁN RIVERA, con el fin de escucharlos en entrevistas en la fecha y hora que estime pertinente, se adelanten las gestiones necesarias para que los referidos uniformados hagan presencia en dicha oficina, para que en esas mismas instalaciones el togado pueda efectuar la práctica de la referida diligencia.

TERCERO: Si el fallo no fuere impugnado, remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
      JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

La Secretaria de la Sala,
MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
� Sentencia T-149/13.


� En la sentencia T-043/09 se señaló: “Esta corporación ha sostenido que el derecho de petición se materializa cuando la autoridad requerida, o el particular en los eventos en que procede, emite respuesta a lo pedido, i) respetando el término previsto para tal efecto; ii) de fondo, esto es, que resuelva la cuestión, sea de manera favorable o desfavorablemente a los intereses del peticionario; iii) en forma congruente frente a la petición elevada; y, iv) comunicándole al solicitante. Entonces, si emitida la contestación por el ente requerido, falla alguno de los tres presupuestos finales, se entenderá que la petición no ha sido atendida, conculcándose el derecho fundamental […]”. -negrilla de la Sala-


� Por medio de la cual se crea la Ley de Transparencia y del Derecho de Acceso a la Información Pública Nacional y se dictan otras disposiciones.


� Ver entre otras, sentencia T-727 de 2010. 
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